
 
 

 

ESTUDIOS PREVIOS 
(Artículo 2.2.1.1.2.1.1 DECRETO 1082 DE 2015) 

  

 

 

Estudio y documentos previos en virtud de lo contemplado en la Ley 80 de 1993, 

especialmente en el artículo 25 numeral 7, la Ley 1150 de 2007, y el artículo 

2.2.1.1.2.1.1. del Decreto Reglamentario 1082 de 2015. 

  

1. DATOS GENERALES DE LA CONTRATACIÓN. 

 

TIPO DE PRESUPUESTO: FUNCIONAMIENTO: 

 

2. INFORMACIÓN DE LA CONTRATACIÓN. 

 

FUNCIONARIO QUE 

DILIGENCIA EL ESTUDIO 

PREVIO: 

DEPENDENCIA SOLICITANTE: 

YOJANA DEL CARMEN 

GONZÁLEZ HERNANDEZ 

 

FONDO TERRITORIAL DE 

PENSIONES DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA DE INDIAS 

 

 

3. DESCRIPCIÓN DE LA NECESIDAD QUE SE PRETENDE SATISFACER CON LA 

CONTRATACIÓN 

 

 

La Constitución Política De Colombia, en el Artículo 1. Preceptúa: “Colombia es un 

Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 

descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 

participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el 

trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la que prevalece del 

interés general”. 

 

Igualmente, la carta constitucional en el Artículo 2 indica: “Son fines esenciales del 

Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 

efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; 

facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 

económica, política, administrativa y Cultural de la Nación; defender la 

independencia nacional, mantener la integralidad territorial y asegurar la 

convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”. 

 

Para cumplir con la finalidad de la función pública, el Estado cuenta con 

instrumentos apropiados para alcanzar esos fines a través del ejercicio de la 

autonomía para contratar. De esta forma, los contratos de la administración 

pública representan un medio para la adquisición de bienes y servicios tendientes 

a lograr los fines del Estado en forma legal, armónica y eficaz. Ahora bien, para la 

materialización de propósitos y en cumplimiento de las necesidades de la 

población, que se satisfacen mediante la función pública, las entidades están 
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llamadas a cumplir con los fines esenciales del Estado, mediante los procesos de 

contratación enmarcados en el Estatuto General de la Contratación Estatal. 

Donde resulta pertinente y oportuno conforme con el decreto 1082 de 2015, la 

obligación de justificar la necesidad que tienen las Entidades Estatales, mediante 

la realización de estudios y documentos previos, en los cuales deben quedar 

expuestas las razones por las cuales se requiere o es indispensable contratar 

determinado bien, servicio, obra o labor. Tal como se establece en el artículo 

siguiente: 

 

ARTÍCULO 2.2.1.1.2.1.1. Estudios y documentos previos. Los estudios y 

documentos previos son el soporte para elaborar el proyecto de pliegos, los 

pliegos de condiciones y el contrato. Estos deben permanecer a disposición 

del público durante el desarrollo del Proceso de Contratación y contener los 

siguientes elementos, además de los indicados para cada modalidad de 

selección: 

 

1. La descripción de la necesidad que la Entidad Estatal pretende satisfacer 

con el Proceso de Contratación. 

2. El objeto a contratar, con sus especificaciones, las autorizaciones, 

permisos y licencias requeridos para su ejecución, y cuando el contrato 

incluye diseño y construcción, los documentos técnicos para el desarrollo del 

proyecto. 

3. La modalidad de selección del contratista y su justificación, incluyendo los 

fundamentos jurídicos. 

4. El valor estimado del contrato y la justificación del mismo. Cuando el valor 

del contrato esté determinado por precios unitarios, la Entidad Estatal debe 

incluir la forma como los calculó y soportar sus cálculos presupuestales en la 

estimación de aquellos. Si el contrato es de concesión, la Entidad Estatal no 

debe publicar el modelo financiero utilizado en su estructuración. 

5. Los criterios para seleccionar la oferta más favorable. 

6. El análisis de Riesgo y la forma de mitigarlo. 

7. Las garantías que la Entidad Estatal contempla exigir en el proceso de 

contratación. 

8. La indicación de sí el proceso de contratación está cobijado por un 

acuerdo comercial. El presente artículo no es aplicable a la contratación 

por mínima cuantía. 

 

(Modificado por el Art. 1 del Decreto 399 de 2021) 

 

En atención a lo anterior y en virtud de los principios que rigen la función 

administrativa (Art. 209 de la CP), las entidades públicas, independientemente de 

la actuación que desarrollen, en ejercicio de sus funciones, deben cumplir con el 

principio de planeación y publicidad; razón por la cual se considera pertinente y 

conveniente la elaboración del presente estudio. Sobre esto, el Consejo de Estado 

ha manifestado que: 
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“(…) conviene reiterar que en materia contractual las entidades oficiales están 

obligadas a respetar y a cumplir el principio de planeación en virtud del cual resulta 

indispensable la elaboración previa de estudios y análisis suficientemente serios y 

completos, antes de iniciar un procedimiento de selección, encaminados a 

determinar, entre muchos otros aspectos relevantes: 

 

i) La verdadera necesidad de la celebración del respectivo contrato.  

 

ii) Las opciones o modalidades existentes para satisfacer esa necesidad y las 

razones que justifiquen la preferencia por la modalidad o tipo contractual 

que se escoja. 

 

iii) Las calidades, especificaciones, cantidades y demás características que 

puedan o deban reunir los bienes, las obras, los servicios, etc., cuya 

contratación, adquisición o disposición se haya determinado necesaria, lo 

cual, según el caso, deberá incluir también la elaboración de los diseños, 

planos, análisis técnicos, etc. 

 

iv) Los costos, valores y alternativas que, a precios de mercado reales, podría 

demandar la celebración y ejecución de esa clase de contrato, 

consultando las cantidades, especificaciones, cantidades de los bienes, 

obras, servicios, etc., que se pretende y requiere contratar, así como la 

modalidad u opciones escogidas o contempladas para el efecto. 

 

v) La disponibilidad de recursos o la capacidad financiera de la entidad 

contratante para asumir las obligaciones de pago que se deriven de la 

celebración de ese pretendido contrato. 

 

vi) La existencia y disponibilidad, en el mercado nacional o internacional, de 

proveedores…”. (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 

Sección Tercera, Sentencia de 31 de agosto de 2006, Radicación R- 7664) 

 

De igual forma, el Ministerio Público ha abordado el tema en los siguientes términos: 

 

El principio de planeación busca garantizar que la escogencia de los 

contratistas, la celebración, ejecución y liquidación de los contratos no sea 

producto de la improvisación; en consecuencia, en virtud de este principio, 

cualquier proyecto que pretenda adelantar una entidad pública debe estar 

precedido de estudios encaminados a determinar su viabilidad técnica y 

económica (…). 

 

(…) La finalidad de las exigencias contenidas en los numerales 7 y 12 citados 

es que las entidades estatales, con antelación a la apertura del proceso de 

selección, o a la celebración del contrato, según el caso, tengan 

previamente definida la conveniencia del objeto a contratar, la cual la 

reflejan los respectivos estudios (técnicos, jurídicos o financieros) que les 
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permitan racionalizar el gasto público y evitar la improvisación, de modo 

que, a partir de ellos, sea posible elaborar procedimientos claros y seguros 

que en el futuro no sean cuestionados. Su observancia resulta de suma 

importancia, en la medida que el desarrollo de una adecuada planeación 

permite proteger los recursos del patrimonio público, que se ejecutarán por 

medio de la celebración de los diferentes contratos”. (Fallo de segunda 

instancia de 12 de septiembre de 2008, proferido por la Procuraduría Primera 

delegada Contratación Estatal, Radicación N° 120-2216-2006) 

 

La planeación, por tanto, sin importar el régimen contractual al cual esté sometida 

una entidad pública, tiene una expresión normativa clara: la elaboración y el 

desarrollo de los estudios previos.  

 

Ahora bien, teniendo claro porqué es procedente la elaboración del presente 

estudio, es pertinente manifestar y justificar las razones para celebrar el contrato 

que se pretende:  

 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 113 y 288 de la Constitución 

Nacional, los diferentes Órganos del Estado tienen funciones separadas, pero 

colaborarán armónicamente para darle cumplimiento a la realización de estos 

fines del Estado; es así como las competencias atribuidas a las entidades territoriales 

serán ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y 

subsidiariedad. 

 

Por su parte, la Corte Constitucional en la sentencia T-733/09, haciendo alusión al 

principio de eficacia de la administración pública, ha dispuesto que las 

“autoridades administrativas ostentan cargas relativas al desempeño de sus 

funciones, en orden a implementar y brindar soluciones a problemas de los 

ciudadanos. Dichos problemas constituyen deficiencias atribuibles a deberes 

específicos de la administración, y así las mencionadas soluciones han de ser 

ciertas, eficaces y proporcionales a éstos”. De esto se deriva que, es un deber de 

la administración pública servir y apoyar a la comunidad, así como brindar las 

soluciones y estrategias efectivas, útiles y aptas para mitigar las problemáticas que 

pueda padecer la ciudadanía. 

 

En virtud de lo anterior, el Fondo Territorial de Pensiones del Distrito de Cartagena 

fue creado por el Acuerdo Distrital No. 041 de 2004 del Concejo Distrital de 

Cartagena, para sustituir al Distrito de Cartagena y sus entidades descentralizadas 

en el reconocimiento y pago de pensiones de jubilación, sustitución pensional e 

indemnización sustitutiva, realizar el cobro de cuotas partes pensionales, garantizar 

la sostenibilidad de los recursos para el cumplimiento del pago oportuno de las 

mesadas pensionales y atender en la medida de las posibilidades las necesidades 

de bienestar social, recreación y participación ciudadana en reconocimiento a su 

esfuerzo laboral para el Distrito. 
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En este orden de ideas, en los numerales 1o. y 2o. del artículo 6o. del Acuerdo 

Distrital No. 041 de 2004, se establece dentro las funciones del Consejo Directivo del 

Fondo Territorial de Pensiones del Distrito de Cartagena, la de coordinar y 

desarrollar las políticas del gobierno Nacional y Distrital respecto de los 

pensionados, así como invertir los recursos del Fondo para  coordinar y participar 

en la planeación, organización, desarrollo y evolución de los programas dirigidos a 

los pensionados. 

 

Para lograr estos objetivos, es necesario que las instalaciones físicas y el área de 

trabajo donde laboran los funcionarios y contratistas del FONDO TERRITORIAL DE 

PENSIONES DEL DISTRITO DE CARTAGENA, se adapte a sus necesidades y cuente 

con las condiciones óptimas para brindarle comodidad a cada uno de ellos en el 

ejercicio de sus labores. Es por esto que, se pretende adquirir una serie de aires 

acondicionados para ser instalados en las oficinas de la Entidad; esta necesidad 

radica en que los equipos con los que cuenta actualmente esta dependencia 

cumplieron su vida útil, se encuentran en mal estado, no funcionan en debida 

forma y no cuentan con la capacidad para enfriar amplios espacios. 

 

Estos elementos son necesarios teniendo en cuenta que, la ciudad de Cartagena 

se encuentra ubicada a la orilla del mar caribe colombiano, donde se 

experimentan fuertes olas de calor y altas temperaturas hasta de treinta y ocho (38 

°) grados centígrados. Sin dejar a un lado que, las instalaciones donde funciona el 

FONDO TERRITORIAL DE PENSIONES DE CARTAGENA es un espacio cerrado donde 

laboran más de noventa (90) personas, lo cual hace necesario contar con equipos 

con gran capacidad de enfriamiento para mantener una buena ventilación en 

estos espacios. 

Ahora bien, la importancia de adquirir estos bienes radica en que, laborar en 

espacios cerrados en los que no se cuentan con aires acondicionados que 

funcionen en debida forma, puede afectar negativamente la concentración y la 

capacidad de los empleados para realizar su trabajo de manera efectiva. Así 

mismo, esta situación puede provocar deshidratación y agotamiento, lo que 

puede poner en riesgo la salud y la seguridad de los empleados, contratistas y 

usuarios de la entidad.  

Sobre esto, la Circular Externa No. 002 de 2024, mediante la cual el Ministerio de 

Salud establece las directrices para la preparación y respuesta sectorial frente a los 

efectos en salud, ante la temporada seca y la actual ocurrencia del fenómeno de 

“El Niño” 2023-2024, manifiesta lo siguiente: 

“Ante el panorama de riesgos antes expuesto, el Ministerio de Salud y 

Protección Social, imparte las siguientes directrices de obligatorio 

cumplimiento, que deberán contemplarse en los planes de contingencia de 

cada entidad territorial, para mitigar el impacto en la salud pública, 

generado por temporada seca, el actual efecto de variabilidad climática y 
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el fenómeno de "El Niño", al igual que se contemplan aquellas dirigidas a uno 

de los fenómenos amenazantes más preocupantes por las altas 

temperaturas (…) 

1.1. Acciones de Promoción y Prevención 

(…) 

1.1.3. Fortalecer y mantener las actividades de las Estrategias de Entornos 

Saludables en el área de influencia del evento critico de contaminación del 

aire.” 

Tomando como base lo anterior y conociendo que el uso saludable de una buena 

climatización reduce la incidencia de dolores de cabeza, trastornos circulatorios, 

mareos, golpes de calor, deshidratación, enfermedad cardio-cerebro-vascular y el 

decaimiento que favorece los ambientes sofocantes, se pudo identificar la 

necesidad de realizar la compra de Aires Acondicionados, con la finalidad de 

nivelar la temperatura ambiente de las diferentes áreas del FONDO TERRITORIAL DE 

PENSIONES DE CARTAGENA, buscando mejorar las condiciones de servicio, 

bienestar y salud para los servidores públicos, contratistas, colaboradores y el 

público en general, puesto que en la actualidad no se cuenta con los elementos 

suficientes que puedan satisfacer la misma.  

Es necesario reiterar que, con dichos equipos se pretende refrescar el ambiente 

interno, debido a la escasa ventilación y las altas temperaturas que se están 

presentando en todo el país, especialmente en la ciudad de Cartagena de Indias. 

Por tal razón, se considera conveniente y oportuna la adquisición de estos 

elementos para ser instalados en las oficinas de la entidad, en procura de lograr 

una mayor ventilación que provea un ambiente propicio y adecuado para el 

cumplimiento de las actividades diarias. 

Ahora bien, por otro lado, la utilización de aires acondicionados en especio 

cerrados es importante para proteger y mantener en óptimas condiciones la 

funcionalidad de los equipos tecnológicos, que son indispensables para el 

desarrollo de las labores del personal de la Entidad. 

Los equipos tecnológicos suelen generar calor durante su funcionamiento, si la 

temperatura ambiente es demasiado alta, puede provocar un 

sobrecalentamiento de estos dispositivos, lo que a su vez puede reducir su 

rendimiento, acortar su vida útil e incluso provocar daños irreparables. En este caso, 

el aire acondicionado ayudaría a mantener una temperatura estable y fresca en 

el entorno donde se encuentran estos equipos, previniendo así el 

sobrecalentamiento y asegurando su correcto funcionamiento. 
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Igualmente, la humedad excesiva o fluctuante en el ambiente puede ser 

perjudicial para los equipos tecnológicos, causando corrosión, cortocircuitos y otros 

daños. Un sistema de aire acondicionado adecuado puede regular la humedad 

relativa del aire, manteniéndola dentro de niveles seguros para los equipos 

electrónico.  

Así mismo, los sistemas de aire acondicionado suelen incluir filtros que pueden 

atrapar partículas de polvo, suciedad y otros contaminantes, esto ayuda a 

mantener limpios los equipos tecnológicos, reduciendo la acumulación de 

suciedad en sus componentes internos y prolongando su vida útil. 

Teniendo en cuenta lo anterior, se hace necesario satisfacer la necesidad descrita 

con la ADQUISICIÓN E INSTALACIÓN DE EQUIPOS DE AIRES ACONDICIONADOS 

NECESARIOS PARA DOTAR LAS INSTALACIONES DEL FONDO TERRITORIAL DE 

PENSIONES DEL DISTRITO DE CARTAGENA. 

 

 

4. OBJETO Y ALCANCE DEL OBJETO. 

 

OBJETO: CONTRATAR LA ADQUISICIÓN E INSTALACION DE AIRES ACONDICIONADOS 

Y MATERIALES DE INSTALACIÓN CON DESTINO A DIFERENTES DEPENDENCIAS DEL 

DISTRITO TURISTICO Y CULTURAL DE CARTAGENA DE INDIAS POR EL SISTEMA DE 

PRECIOS UNITARIOS Y MONTO AGOTABLE. 
 

ALCANCE DEL OBJETO:  

 

Con el presente proceso de contratación, el Fondo Territorial de Pensiones del 

Distrito de Cartagena  implementará acciones orientadas a la buena atención, 

confort de los empleados y contratistas que trabajan y apoyan las diferentes 

labores encomendadas a la dependencia: 

 

• Selección de los equipos de aire acondicionado adecuados en términos de 

capacidad, eficiencia  y otros requisitos específicos. 

• Adquisición de los equipos de aire acondicionado, incluyendo la compra y 

la logística de entrega. 

• Instalación de los equipos, que puede involucrar trabajo eléctrico, montaje 

de unidades interiores y exteriores, y conexiones de conductos o tuberías si 

es necesario. 

• Pruebas y puesta en marcha para asegurar que los equipos funcionen 

correctamente y cumplan con los estándares de seguridad y rendimiento. 

 

4.1. CLASIFICACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS: 
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El objeto del presente proceso de contratación está codificado en el Clasificador 

de Bienes y Servicios de Naciones Unidas (UNSPSC) como se indica en la siguiente 

tabla: 

 
GRUPO SEGMENTO FAMILIA CLASE PRODUCTO 

D 40 10 17 00 

Componentes y 

suministros 

Componentes y 

equipos para 

distribución y 

sistemas de 

acondicionamiento 

Calefacción, 

ventilación y 

circulación del aire 

Enfriamiento  

F 72 10 15 00 

Servicios Servicio de 

edificación, 

construcción de 

instalaciones y 

mantenimiento 

Servicios de 

mantenimiento y 

reparaciones de 

construcciones e 

instalaciones 

Servicio de apoyo 

para la 

construcción 

 

 

4.2. ESPECIFICACIONES TÉCNICAS: 

  

Los equipos que se pretenden adquirir debe cumplir con las siguientes 

especificaciones técnicas para dar cumplimiento a todos los requerimientos de la 

Dependencia:  

 

 
 

5. MODALIDAD DE SELECCIÓN DEL CONTRATISTA Y SU JUSTIFICACIÓN, 

INCLUYENDO LOS FUNDAMENTOS JURÍDICOS. 

 

5.1 MODALIDAD DEL PROCESO DE SELECCIÓN 

 

De conformidad con el parágrafo 1 del artículo 2 de la ley de 1150 de 2007, es 

deber de la entidad justificar de manera previa a la apertura del proceso de 

selección de que se trate, los fundamentos jurídicos que soportan la modalidad de 

selección que se propone adelantar. Uno de los principales criterios utilizados por 

el Legislador para determinar que contratos se someten al régimen de la licitación 

ITEM DESCRIPCION IMAGEN DE REFERENCIA CANTIDAD

1

SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE AIRE

ACONDICIONADO CONVENCIONAL TIPO

PISOTECHO DE PARED DE 3TR 220V(BIFASICO O

TRIFASICO SEGÚN REQUERIMIENTO-

1PHO3PH)SEER13O EFICIENCIA13 r410.

8

             BIENES REQUERIDOS
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pública, selección abreviada u otro, para efectos de la selección de sus 

contratistas, es el presupuestal. Para estos efectos se manejan, respecto de los 

presupuestos anuales de cada entidad estatal, los conceptos de mayor, menor y 

mínima cuantía. La base normativa de este criterio, la encontramos actualmente 

en el artículo 2 numeral 1, 2, 3 y 4 de la Ley 1150 de 2007. 

 

El artículo 2 de la mencionada ley, se hace referencia a las modalidades de 

selección del contratista en la contratación pública, donde se establece que, las 

entidades escogerán a los contratistas a través de las siguientes modalidades de 

la selección: i) Licitación pública, ii) selección abreviada, iii) Concurso de méritos, 

iv) contratación directa y v) mínima cuantía. 

El numeral 2º del precitado artículo, señala que la Mínima Cuantía corresponde:  

“La contratación cuyo valor no excede del 10 por ciento de la menor cuantía de la 

entidad independientemente de su objeto, se efectuará de conformidad con las 

siguientes reglas: 

a) Se publicará una invitación, por un término no inferior a un día hábil, en la cual se 

señalará el objeto a contratar, el presupuesto destinado para tal fin, así como las 

condiciones técnicas exigidas; 

b) El término previsto en la invitación para presentar la oferta no podrá ser inferior a 

un día hábil;  

c) La entidad seleccionará, mediante comunicación de aceptación de la oferta, la 

propuesta con el menor precio, siempre y cuando cumpla con las condiciones 

exigidas; 

d) La comunicación de aceptación junto con la oferta constituye para todos los 

efectos el contrato celebrado, con base en lo cual se efectuará el respectivo 

registro presupuestal”. 

 

Conforme a lo anterior y verificado el Decreto Distrital 1702 del 18 diciembre de 

2023 “por medio del cual se liquida el presupuesto de rentas, recursos de capital, 

recursos de fondos especiales y establecimientos públicos, así como los gastos de 

funcionamiento, servicio de la deuda e inversiones para la vigencia fiscal del 

primero (1) de enero al treinta y uno (31) de diciembre del dos mil veinticuatro  2024, 

del Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias y se dictan otras 

disposiciones”, en el artículo 1 y 2, se encuentra que el presupuesto establecido 

para el Distrito de Cartagena en la vigencia fiscal del 2024, es la suma de TRES 

BILLONES CUATROCIENTOS DIECIOCHO MIL TRESCIENTOS OCHENTA Y OCHO 

MILLONES NOVECIENTOS NUEVE MIL CIENTO SETENTA PESOS ($3.418.388.909.170,00).  
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De acuerdo con los criterios establecidos en el artículo 2. numeral 2, literal B de la 

Ley 1150 del 2007, se determina la menor cuantía hasta 1000 salarios mínimos 

legales. Dado que el salario mínimo legal mensual vigente para el año 2024 es de 

$1.300.000, entonces la menor cuantía corresponde a la suma de MIL TRESCIENTOS 

MILLONES DE PESOS M/CTE ($1.300.000.000). Teniendo claro esto, al ser la mínima 

cuantía el valor que no excede del 10 por ciento de la menor cuantía, 

correspondería a la suma de CIENTO TREINTA MILLONES DE PESOS M/CTE 

($130.000.000). 

Teniendo en cuenta las características y la cuantía del objeto contractual, la 

Entidad considera pertinente adelantar un proceso de selección a través de la 

modalidad de MÍNIMA CUANTÍA, de conformidad con lo establecido en el artículo 

2 de la Ley 1150 de 2007, y demás normas concordantes y complementarias. 

 

5.2 FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

El marco legal del proceso de selección y del contrato que se derive de su 

adjudicación, está conformado por la Constitución Política, las leyes de la 

República de Colombia y en especial por la Ley 80 de 1993, ley 1150 de 2007, 1474 

de 2011, decreto 019 de 2012, decreto 1082 de 2015 y demás normas 

concordantes; así como las normas orgánicas del presupuesto, las disposiciones 

cambiarias, Estatuto Tributario y las demás normas y especificación técnica 

concordantes con la materia objeto del contrato, que rijan o lleguen a regir los 

aspectos del presente proceso de selección. Las normas actualmente vigentes y 

especificaciones técnicas que resulten pertinentes de acuerdo con la Ley 

colombiana se presumen conocidas por todos los proponentes. 

 5.3 MARCO TRIBUTARIO APLICABLE 

Todos los impuestos, tasas y contribuciones que hayan de causarse y pagarse para 

la ejecución del contrato que resulte del presente Proceso, corre por cuenta del 

adjudicatario y no habrá lugar a reclamar ningún pago adicional a los precios 

pactados. La entidad contratante, aplicará las retenciones en la fuente a que 

haya lugar dependiendo del objeto del contrato y la calidad del contribuyente. 

 

❖ IMPUESTO ESTAMPILLA AÑOS DORADOS: La Estampilla para el bienestar del 

Adulto Mayor fue creada mediante la Ley 687 del 15 de agosto de 2001, 

modificada por la Ley 1276 de enero 5 de 2009 y en el Orden Distrital, en el 

Acuerdo No. 005 de mayo 12 de 2009, que ordena la emisión de la 

Estampilla para el Bienestar del Adulto Mayor “Años Dorados” en el Distrito 

de Cartagena de Indias. Son sujetos de la contribución de la presente 

estampilla los siguientes: SUJETO PASIVO: Las personas naturales y jurídicas, 

de naturaleza pública o privada, con o sin ánimo de lucro, sociedades de 

hecho, consorcios o uniones temporales que suscriban contratos o 
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adiciones a los mismos, con el Distrito de Cartagena de Indias, en su sector 

central y descentralizado, en las empresas de economía mixta donde el 

distrito sea accionista Base Gravable y Tarifa: Para el cobro de la Estampilla 

para el Bienestar del Adulto Mayor “Años Dorados”, se tendrá como base 

gravable, el monto bruto de la contratación o adiciones a los mismos que 

se realicen con el Distrito de Cartagena de Indias, en su sector central y 

descentralizado, con las empresas de economía mixta donde el Distrito sea 

accionista mayoritario y los que suscriban con la Contraloría Distrital, 

Concejo Distrital y Personería Distrital. La tarifa será el Dos Por ciento (2%) 

del valor bruto del respectivo contrato o las adiciones a los mismos. 

❖ ESTAMPILLA DE LA UNIVERSIDAD DE CARTAGENA: De acuerdo con la Ley 

1495 de diciembre de 2011, los recursos son invertidos para la construcción, 

adecuación, remodelación, mantenimiento de la planta física, escenarios 

deportivos, bibliotecas, tecnología, entre otras. Este pago corresponde al 

1% sobre el monto bruto de la contratación realizada. 

❖ TASA PRO DEPORTE Y RECREACIÓN: De conformidad con el acuerdo No. 

034 de 25 de noviembre de 2020, por medio del cual se reglamenta la ley 

2023 del 2020 y se crea la tasa pro deporte y recreación del 2.5%. 

❖ ESTAMPILLA PARA LA JUSTICIA FAMILIAR: De conformidad con el acuerdo 

No.121 de 23 de mayo de 2023, por medio del cual se adopta la estampilla 

para la justicia familiar, en el que se establece la tarifa del 2% sobre el valor 

bruto del respectivo contrato y sus adiciones.     

 

 

 

6. VALOR DEL CONTRATO  

 

6.1 VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO  

 

El valor estimado del contrato es de NOVENTA Y TRES MILLONES SEISCIENTOS 

DIECISEIS MIL DOSCIENTOS CATORCE PESOS CON VEINTISEIS CENTAVOS 

($93.616.214,26) incluido impuesto, tasas, retenciones y estampillas locales; 

pagaderos en mensualidades que dependerán del valor definitivo del contrato. 

 

 

6.2 DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL  

 
 

 

CÓDIGO 

 

 

NOMBRE RUBRO 

 

 

FUENTE 

 

 

CDP No. 

 

 

VALOR DEL CDP 

 

VALOR A 

APROPIAR 

2.1.2.01.01.

003.04.06 

OTRO EQUIPO ELÉCTRICO Y SUS 

PARTES Y PIEZAS 

 1.2.1.0.00-001 - 

ICLD  

 

137 

 

$250.000.000,00 

 

$43.616.214,26 

2.1.2.01.01.

003.04.06 

OTRO EQUIPO ELÉCTRICO Y SUS 

PARTES Y PIEZAS 

1.2.1.0.00-001 - 

ICLD 

 

222 

 

$50.000.000,00 

 

$50.000.000,00 

 

TOTAL 

 

 

 

 $93.616.214,26 
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6.3 ANÁLISIS DE PRECIOS DEL MERCADO 

 

Para la estimación del presupuesto de los bienes y/o servicios se realizó el estudio 

de precios de mercado solicitando formalmente cotización a diferentes firmas 

hasta obtener cotizaciones de las interesadas a cotizar. Lo anterior, de 

conformidad a los productos que normalmente ofrecen en el mercado o 

mediante consulta de precios en línea.  

 

 

7. CONDICIONES GENERALES DEL CONTRATO 

 

7.1 PLAZO DE EJECUCIÓN:  

 

El plazo de ejecución del contrato no podrá exceder el treinta y uno (31) de 

diciembre de 2024, contado a partir del registro de inicio de ejecución, previo 

cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución del contrato. 

 

7.2 LUGAR DE EJECUCIÓN:  

 

La ejecución de las obligaciones del objeto contractual será en el Distrito Turístico 

y Cultural de Cartagena de Indias. 

 

7.3 FORMA DE PAGO:  

 

La entidad contratante cancelará el valor del contrato en un único pago, contra 

entrega de los bienes requeridos, previa entrega a satisfacción y aprobación 

por parte del Supervisor. El pago deberá realizarse dentro de un plazo de treinta 

(30) días calendario, contados a partir del cumplimiento, previa aprobación de 

la certificación del cumplimiento de las obligaciones parafiscales (salud, riesgos 

profesionales, pensiones, aportes a las Cajas de Compensación Familiar, Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar y Servicio Nacional de Aprendizaje), para lo cual 

debe tenerse en cuenta lo señalado en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002 y articulo 

23 de la ley 1150 de 2007. 
 

El pago se efectuará previa presentación de la documentación que exija la 

Secretaria de Hacienda para tal efecto, acompañada de la certificación de 

servicios prestados, suscrita por el Supervisor o Interventor, en la cual deberá constar 

que el Contratista se encuentra a paz y salvo por los conceptos correspondientes 

a Seguridad Social en los términos de ley. La entidad, no se responsabilizará por la 

demora en el pago al contratista, cuando ella fuere provocada por encontrarse 

incompleta la documentación que sirva de soporte para el trámite de las facturas 

y no se ajuste a cualquiera de las condiciones establecidas. 
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El contratista debe indicar el número de cuenta activa y el nombre del titular de la 

misma en donde LA ENTIDAD consignará el respectivo pago. Así mismo, debe 

indicar la facturación que presente y régimen tributario que lo regula. 

 

7.4 OBLIGACIONES GENERALES DEL CONTRATISTA. 

Además de las derivadas de la esencia y naturaleza del presente Contrato, la ley y 

demás documentos del Proceso, vigente durante la ejecución del contrato, el 

Contratista se obliga a: 

a. Cumplir con las condiciones establecidas en los documentos del proceso de 

contratación. 

b. Desarrollar el objeto del contrato en las condiciones de calidad, oportunidad, 

y obligaciones definidas en los documentos del proceso de contratación. 

c. Garantizar la calidad de los bienes, de acuerdo con el anexo técnico, la 

invitación pública y demás documentos del proceso. 

d. Dar a conocer a la Entidad cualquier reclamación que indirecta o 

directamente pueda tener algún efecto sobre el objeto del contrato o sobre 

sus obligaciones. 

e. Abstenerse de adelantar intervención alguna a los recursos sin contar con los 

permisos emitidos por la entidad competente (cuando aplique 

intervenciones). 

f. Identificar las oportunidades para promover el empleo local durante la 

ejecución del contrato. 

g. Implementar las medidas identificadas para promover el empleo local. 

h. Dar cabal cumplimiento al pacto de transparencia y declaraciones de la carta 

de presentación de la oferta, en los casos que aplique. 

i. Informar a la Entidad Estatal cuando ocurra una situación que implique una 

modificación del estado de los riesgos existentes al momento de proponer o 

celebrar el contrato. 

j. Comunicarle a la Entidad cualquier circunstancia política, jurídica, social, 

económica, técnica, ambiental o de cualquier tipo, que pueda afectar la 

ejecución del Contrato. 

k. Cumplir con sus obligaciones laborales respecto del personal a su cargo, y con 

las obligaciones tributarias y ambientales que le correspondan de acuerdo 

con su labor. 

l. Informar a más tardar el tercer día hábil siguiente al momento en que se tenga 

conocimiento del inicio de investigaciones penales, se impongan medidas de 

aseguramiento o condenas proferidas en Colombia o en el extranjero en 
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contra de cualquiera de los directivos, representantes legales, accionistas o 

integrantes del Contratista. 

m. Cumplir con las condiciones, términos y actividades indicados en el presente 

Estudio Previo, los cuales harán parte integral del contrato. 

n. Constituir las garantías requeridas y mantenerlas vigente durante el plazo del 

contrato y el término solicitado por el CONTRATANTE. 

o. Responder en los plazos que la Entidad y/o el supervisor establezcan en cada 

caso, los requerimientos de aclaración o de información que le formulen. 

p. No acceder a peticiones o amenazas de quienes actúen por fuera de la Ley 

con el fin de obligarlos a hacer u omitir algún acto o hecho. Cuando se 

presenten tales peticiones o amenazas, el contratista deberá informar 

inmediatamente de su ocurrencia a la entidad contratante y a las demás 

autoridades competentes para que ellas adopten las medidas y correctivos 

que fueren necesarios. El incumplimiento de esta obligación y la celebración 

de pactos o acuerdos prohibidos, dará lugar a la caducidad del contrato, 

artículo 5º, numeral 5º de la Ley 80 de 1993. 

q. Sufragar todos los gastos de perfeccionamiento y legalización que genere la 

ejecución del contrato, incluyendo impuestos, tasas y contribuciones 

nacionales, departamentales, salarios del personal que llegare a ocupar, 

equipos y demás costos inherentes a la ejecución del contrato, manteniendo 

fijos los precios ofrecidos durante la ejecución del contrato. 

r. Cumplir con las obligaciones inherentes a los aportes al Sistema General de 

Seguridad Social y parafiscales de conformidad a lo exigido por parte del Art. 

50 de la Ley 789 de 2002, del Art. 2 de la Ley 828 de 2003 y del Art. 23 de la Ley 

1150 de 2007. 

 
 

7.5 OBLIGACIONES DEL CONTRATANTE. 

Por su parte el CONTRATANTE se obliga además de las derivadas de la esencia y 

naturaleza del presente Contrato y la ley a: 

a. Prestar toda la colaboración que el CONTRATISTA solicite y que sea necesaria 

para el desarrollo del objeto del contrato. 

b. Suministrar fielmente toda la información y documentación que se requiera 

para el cumplimiento del objeto del contrato. 

c. Aprobar las garantías una vez presentada por el Contratista. 

d. Exigir del Contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado. 
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e. Recibir a satisfacción los bienes y/o servicios que sean entregados por el 

CONTRATISTA, cuando estos cumplan con las condiciones establecidas en el 

contrato. 

f. Pagar al CONTRATISTA el valor del contrato en la forma pactada y con 

sujeción a las disponibilidades presupuestales y de PAC previstas para el 

efecto. 

g. Verificar que el CONTRATISTA se encuentre al día en el pago de aportes al 

Sistema de Seguridad Social Integral, así como los parafiscales. (50 de la Ley 

789 de 2002, articulo 23 de la ley 1150 de 2007 y la ley 1607 de 2012 (Reforma 

Tributaria). 

h. Suscribir el acta de Liquidación. 

i. Las demás obligaciones que se deriven de la naturaleza del contrato. 

 

7.6 SUPERVISIÓN. 

El presente contrato tendrá la Supervisión a cargo de la Dirección de Apoyo 

Logístico del Distrito de Cartagena, quien vigilará el cumplimiento de las 

obligaciones emanadas del mismo, para lo cual podrá exigir la información que 

considere necesaria. 

El supervisor tendrá las siguientes funciones: 

a) Velar por el cabal cumplimiento del objeto del contrato; 

b) Facilitar los medios necesarios para el buen desarrollo del contrato; 

c) Dar el Visto Bueno a los informes que sobre la ejecución del mismo presente 

el contratista; 

d) Certificar el recibo a entera satisfacción de los bienes y servicios 

contratados, de conformidad con los requerimientos y necesidades de la 

Entidad; 

e) Requerir al contratista sobre el cumplimiento y obligaciones en los términos 

estipulados en el contrato, en los pliegos de condiciones y en su propuesta; 

f) Informar a la Entidad, respecto a las demoras o incumplimiento de las 

obligaciones del contratista. 

g) Solicitar la suscripción de contratos adicionales, prórrogas o modificatorios, 

previa la debida y detallada sustentación; 
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h) En caso de que se presenten situaciones en que se requieran conceptos 

jurídicos especializados, de los cuales no tenga el suficiente conocimiento, 

así lo hará saber a la Oficina Asesora Jurídica o quien haga sus veces en el 

DISTRITO, con miras a lograr la mejor decisión para las partes; 

i) Estudiar las situaciones particulares e imprevistas que se presenten en 

desarrollo del contrato, conceptuar sobre su desarrollo general y los 

requerimientos para su mejor ejecución, manteniendo siempre el equilibrio 

contractual; 

j) Revisar y aprobar la cuenta que presente el contratista de acuerdo con lo 

estipulado en este contrato; 

k) Verificar que la garantía solicitada este vigente de acuerdo con la 

ejecución del contrato. 

l) Verificar el cumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley 100 de 1993 

y sus decretos reglamentarios, en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002, la Ley 

828 de 2003, la Ley 1122 de 2007, Decreto 1703 de 2002, Decreto 510 de 

2003, artículo 23 de la Ley 1150 de 2007, Ley 1562 de 2012 y demás normas 

que las modifiquen, adicionen, complementes o aclaren. 

m) Suscribir todas las actas y demás documentos que surjan durante la 

ejecución del contrato. 

 

 

PARÁGRAFO 1. El Supervisor no está facultado en ningún momento para adoptar 

decisiones que impliquen modificación de los términos y condiciones previstos en 

este convenio, tal facultad será ejercida únicamente por el representante legal del 

Distrito o su delegatario, a través de modificaciones suscritas por las partes. 

 

PARÁGRAFO 2. En el evento de cambio del supervisor, no será necesario modificar 

el contrato, y la designación se efectuará mediante comunicación escrita por 

parte del ordenador del gasto. 

 

PARÁGRAFO 3. El supervisor del contrato deberá dejar constancia escrita de todas 

las actuaciones que adelante en desarrollo de las labores de supervisión y 

mantener el archivo correspondiente organizado y custodiado. 

 

 

8. GARANTÍAS QUE LA ENTIDAD ESTATAL CONTEMPLA EXIGIR EN EL PROCESO DE 

CONTRATACIÓN. 

 

 

8.1. GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO 
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Para cubrir cualquier hecho constitutivo de incumplimiento, el contratista deberá 

presentar la garantía de cumplimiento en original a la Entidad dentro de los CINCO 

(5) días hábiles siguientes contados a partir de la firma del contrato y requerirá la 

aprobación de la Entidad. Esta garantía tendrá las siguientes características: 

 

 

Característica Condición 

Clase 

Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 

del Decreto 1082 de 2015, a saber: (i) Contrato de seguro 

contenido en una póliza para Entidades Estatales, (ii) 

Patrimonio autónomo, (iii) Garantía Bancaria. 

Asegurado/ 

beneficiario 

DISTRITO DE CARTAGENA DE INDIAS- FONDO TERRITORIAL DE 

PENSIONES DE CARTAGENA identificada con NIT 890.480.184-4 

Amparos, 

vigencia y 

valores 

asegurados 

Amparo Vigencia  Valor 

Asegurado 

Cumplimiento general 

del contrato y el pago 

de las multas y la 

cláusula penal 

pecuniaria que se le 

impongan 

Vigencia igual 

al plazo de 

ejecución del 

contrato y 

cuatro (4) 

meses más 

Diez por ciento 

(10 %) del valor 

total del 

contrato 

Pago de salarios, 

prestaciones sociales 

legales e 

indemnizaciones 

laborales del personal 

que el Contratista haya 

de utilizar en el territorio 

nacional para la 

ejecución del contrato 

Por la vigencia 

del contrato y 

tres (3) años 

más 

Cinco por 

ciento (5%) del 

valor total del 

contrato 

Calidad y correcto 

funcionamiento de los 

bienes  

Por la vigencia 

del contrato y 

tres (3) años 

más 

Veinte (20%) 

por ciento del 

valor total del 

contrato 
 

Tomador  

• Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con 

el nombre o razón social y tipo societario que figura en el 

Certificado de Existencia y Representación Legal 

expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no 

sólo con su sigla, a no ser que en el referido documento se 

exprese que la sociedad podrá denominarse de esa 

manera. 

• No se aceptan garantías a nombre del representante legal 

o de alguno de los integrantes del consorcio. Cuando el 

contratista sea una Unión Temporal o Consorcio, se debe 
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incluir razón social, NIT y porcentaje de participación de 

cada uno de los integrantes. 

• Para el Contratista conformado por una estructura plural 

(unión temporal, consorcio): la garantía deberá ser 

otorgada por todos los integrantes del Contratista, para lo 

cual se deberá relacionar claramente los integrantes, su 

identificación y porcentaje de participación, quienes para 

todos los efectos serán los otorgantes de la misma.  

Información 

necesaria 

dentro de la 

póliza 

• Número y año del contrato  

• Objeto del contrato 

• Firma del representante legal del Contratista 

• En caso de no usar centavos, los valores deben 

aproximarse al mayor Ej. Cumplimiento si el valor a 

asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 

 

El contratista está obligado a restablecer el valor de la garantía cuando esta se 

vea reducida por razón de las reclamaciones que efectúe la Entidad, así como, a 

ampliar las garantías en los eventos de adición y/o prórroga del contrato. El no 

restablecimiento de la garantía por parte del contratista o su no adición o 

prórroga, según el caso, constituye causal de incumplimiento del contrato y se 

iniciarán los procesos sancionatorios a que haya lugar. 

 

8.2 GARANTÍA DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 

 

El contratista deberá contratar un seguro que ampare la Responsabilidad Civil 

Extracontractual de la Entidad con las siguientes características:  

 
Característic
a 

Condición 

 
Clase 

 
Contrato de seguro contenido en una póliza 

Asegurados 
 
DISTRITO TURISTICO Y CULTURAL DE CARTAGENA DE INDIAS – FONDO 
TERRITORIAL DE PENSIONES DE CARTAGENA NIT 890.480.184-4 y el 
Contratista 
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Tomador 

• Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el 

nombre o razón social y tipo societario que figura en el 

Certificado de Existencia y Representación Legal expedido 

por la Cámara de Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, 

a no ser que en el referido documento se exprese que la 

sociedad podrá denominarse de esa manera. 

• No se aceptan garantías a nombre del representante legal o 

de alguno de los integrantes del consorcio. Cuando el 

contratista sea una unión temporal o consorcio, se debe incluir 

razón social, NIT y porcentaje de participación de cada uno 

de los integrantes. 

• Para el Contratista conformado por una estructura plural 

(unión temporal, consorcio): la garantía deberá ser otorgada 

por todos los integrantes de la estructura plural, para lo cual se 

deberá relacionar claramente los integrantes, su identificación 

y porcentaje de participación, quienes para todos los efectos 

serán los otorgantes de la misma. 
• Para las personas naturales, deberá tomarse a nombre del 

proponente. 

Valor 
Doscientos (200) SMMLV para contratos cuyo valor sea inferior o 
igual a mil quinientos (1.500) SMMLV. 

 
Vigencia 

 
Igual al período de ejecución del contrato. 

Beneficiarios 
Terceros afectados y DISTRITO TURISTICO Y CULTURAL DE 
CARTAGENA DE INDIAS – FONDO TERRITORIL DE PENSIONES DE 
CARTAGENA NIT 890.480.184-4 

 

Amparos 

Responsabilidad Civil Extracontractual de la Entidad, derivada 

de las actuaciones, hechos u omisiones del Contratista o 

Subcontratistas autorizados. El seguro de responsabilidad civil 

extracontractual debe contener como mínimo los amparos 

descritos en el numeral 3º del artículo 2.2.1.2.3.2.9 del Decreto 1082 

de 2015. 

 

 

 

Información 

necesaria 

dentro de la 

póliza 

• Número y año del contrato 
• Fecha de Expedición 
• Objeto del contrato 
• Vigencia de cada uno de los amparos 
• Porcentajes y valores asegurados en cada uno de los amparos 
• Nombre e identificación del tomador 
• Firma del representante legal del Contratista 
• En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse 

al mayor Ej. Cumplimiento si el valor a asegurar es 

$14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 
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Este seguro deberá constituirse y presentarse para aprobación de la Entidad, 

dentro del mismo término establecido para la garantía única de cumplimiento. 

 

Las franquicias, coaseguros obligatorios y demás formas de estipulación que 

conlleven asunción de parte de la pérdida por la Entidad asegurada no serán 

admisibles. 

 

El contratista deberá anexar el comprobante de pago de la prima del seguro de 

responsabilidad civil extracontractual. 

 

 

8.3 MANTENIMIENTO Y RESTABLECIMIENTO DE LA GARANTÍA  

 

El Contratista está obligado a restablecer el valor de la garantía cuando ésta se 

vea reducida por razón de las reclamaciones que efectúe LA ENTIDAD 

CONTRATANTE, así como ampliar las garantías en los eventos de adición y/o 

prórroga del Contrato. El no restablecimiento de la garantía por parte del 

Contratista o su no adición o prórroga, según el caso, constituye causal de 

incumplimiento del Contrato y se dará inicio a los procesos sancionatorios a que 

haya lugar. 

 

9. INDICACIÓN DE SI EL PROCESO DE CONTRATACIÓN ESTÁ COBIJADO POR UN 

ACUERDO COMERCIAL. 

 

El proceso de contratación está cubierto por los siguientes Acuerdos Comerciales 

y por la Decisión 439 de la Secretaría de la Comunidad Andina de Naciones (CAN): 
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En consecuencia, la Entidad concederá trato nacional a Proponentes y servicios 

de los Estados que cuenten con un Acuerdo Comercial que cubra el Proceso de 

Contratación.  

 

Adicionalmente, los Proponentes de Estados con los cuales el Gobierno Nacional 

haya certificado la existencia de trato nacional por reciprocidad recibirán este 

trato. 

 

  

10. VEEDURÍAS CIUDADANAS 

 

En cumplimiento del artículo 66 de la Ley 80 de 1993, se convoca a las Veedurías 

Ciudadanas, establecidas de conformidad con la ley, a realizar el control social al 

presente proceso de contratación, en concordancia con las funciones que les 

corresponden a las Veedurías Ciudadanas establecidas en el artículo 15 de la Ley 

850 de 2003. 

 

 

11.  ANTICIPO Y/O PAGO ANTICIPADO 
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Para el presente contrato la entidad no entregará al contratista anticipo y/o pago 

anticipado. 

 

12. MULTAS 

 

Si durante la ejecución del contrato se generaran incumplimientos del contratista, 

se causarán las siguientes multas: 

 

Causales: 

 

1.Por atraso o incumplimiento del cronograma se causará una multa equivalente 

al 0,5 % del valor del Contrato, por cada día calendario de atraso. 

2. Por no mantener en vigor, renovar, prorrogar, obtener para la etapa siguiente, 

corregir o adicionar las garantías, en los plazos y por los montos establecidos en la 

cláusula relativa a las garantías, de acuerdo al contrato inicial o sus modificaciones, 

se causará una multa equivalente al 1 % del valor del Contrato, por cada día 

calendario de atraso en el cumplimiento; sin perjuicio de que con esta conducta 

se haga acreedor a otras sanciones más gravosas. 

3. Si el contratista no entrega la información completa que le solicite el supervisor, 

que se relacione con el objeto del contrato, dentro de los plazos y en los términos 

de cada requerimiento, se causará una multa equivalente al 0,2% del valor del 

Contrato. Estas multas se causarán sucesivamente por cada día de atraso, hasta 

cuando el contratista demuestre que corrija el incumplimiento respectivo a 

satisfacción del supervisor. 

4. Por atraso imputable al contratista en la firma del acta de inicio o no iniciar la 

ejecución en la fecha pactada, se causará una multa diaria equivalente al 0,3% 

del valor del Contrato, por cada día calendario de atraso. Igual sanción se aplicará 

en caso de que el contratista no inicie efectivamente con la ejecución del contrato 

en la fecha acordada. 

5. Por incumplir las órdenes que el supervisor dé en ejercicio de sus funciones y en 

el marco del ordenamiento jurídico, el contratista se hará acreedor a una multa 

equivalente al 0,3 % del valor del Contrato, por cada orden incumplida. 

6. Por atraso en el cumplimiento de las obligaciones relacionadas con el pago de 

salarios o honorarios de alguno o algunos de sus empleados o contratistas, al 

contratista se le impondrá una multa equivalente a 5 SMMLV, por cada día 

calendario de atraso en el cumplimiento de dicha obligación. 

7. Por incumplimiento en la corrección de defectos de bienes y servicios, u otros 

aspectos relativos a la calidad de los bienes o servicios, y/o en lo materiales 

utilizados en el Contrato, 0,1 % del valor del Contrato, por cada día calendario de 

atraso en el cumplimiento de dicha obligación. 

8. Por subcontratar sin la autorización previa del CONTRATANTE, 0,1 % del valor del 

Contrato, por cada día calendario de atraso en el cumplimiento de dicha 

obligación. 

 

Parágrafo 1. Las multas son apremios al contratista para que cumpla sus 

obligaciones y, por lo tanto, no tienen el carácter de estimación anticipada de 
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perjuicios, de manera que pueden acumularse con cualquier forma de 

indemnización, en los términos previstos en el artículo 1600 del Código Civil. 

Parágrafo 2. En caso de que el contratista incurra en una de las causales de multa, 

este autoriza a la entidad contratante para descontar el valor de la misma, la cual 

se tomará directamente de cualquier suma que se le adeude al contratista, sin 

perjuicio de hacer efectiva la cláusula penal o la garantía de cumplimiento del 

contrato.  

Parágrafo 3. El pago en cualquier forma, incluyendo la deducción de los valores 

adeudados al contratista, realizado con fundamento en las multas impuestas, no 

exonerará al contratista de continuar con la ejecución del contrato ni de las demás 

responsabilidades y obligaciones que emanen del contrato. 

Parágrafo 4. En caso de que el contratista reincida en el incumplimiento de una o 

de varias obligaciones se podrán imponer nuevas multas. 

Parágrafo 5. Para efectos de la imposición de las multas, el salario mínimo diario o 

mensual vigente será aquel que rija para el momento del incumplimiento del 

contrato. 

Parágrafo 6. El monto de ninguna de las sanciones asociadas a cada causal de 

multa, aplicada de forma independiente, podrá ser superior al 5% del valor del 

contrato, particularmente frente a aquellas que se imponen de forma sucesiva. Lo 

anterior, sin perjuicio de que se inicie un nuevo procedimiento sancionatorio para 

efectos de imponer nuevas multas. 

 

13. CLÁUSULA PENAL 

 

En caso de incumplimiento por parte del contratista, no subsanado en un plazo de 

cinco (5) días hábiles contados a partir de la fecha de incumplimiento, sin 

necesidad de previo requerimiento, por el simple retardo en el cumplimiento, por 

el cumplimiento imperfecto o por la inejecución total o parcial de las obligaciones 

a su cargo contraídas en virtud del presente acuerdo, el contratista pagará a la 

entidad una suma equivalente al treinta por ciento (30%) del valor del contrato. La 

presente cláusula penal no tiene el carácter de estimación anticipada de 

perjuicios. 

 

 

Parágrafo 1. El pago de la presente cláusula penal no extinguirá las obligaciones 

contraídas por el contratista en virtud del presente contrato. En consecuencia, la 

estipulación y el pago de la pena dejan a salvo el derecho de la entidad de exigir 

acumulativamente con ella el cumplimiento o la resolución del contrato, en ambos 

casos, con la correspondiente indemnización de perjuicios ocasionados en virtud 

del incumplimiento total o parcial o del cumplimiento tardío o imperfecto de las 

obligaciones a cargo del contratista. 

 

Parágrafo 2. El contratista manifiesta y acepta que la entidad compense el valor 

correspondiente que eventualmente resulte de la pena estipulada con las deudas 

que existan a su favor y que estén a cargo de la entidad, ya sea en virtud de este 
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contrato o de cualquier otro contrato o convenio que se haya suscrito entre las 

mismas partes, o por cualquier otro concepto. 

 

Parágrafo 3. Esta misma sanción se aplicará en caso de declararse la caducidad 

del contrato. 

 

14. INDEPENDENCIA DEL CONTRATISTA 

 

El contratista es independiente de la entidad y, en consecuencia, el contratista no 

es su representante, agente o mandatario. El contratista no tiene la facultad de 

hacer declaraciones, representaciones o compromisos en nombre de la entidad, 

ni de tomar decisiones o iniciar acciones que generen obligaciones a su cargo. 

 

15. INEXISTENCIA DE RELACIÓN LABORAL ENTRE LA ENTIDAD Y EL CONTRATISTA 

 

El contratista ejecutará el presente contrato con sus propios medios y con plena 

autonomía técnica y administrativa y el personal que vincule durante la ejecución 

del contrato será de su libre escogencia, debiendo cumplir con todos los requisitos 

exigidos en los Documentos del proceso de contratación. Entre el contratista, el 

personal que éste contrate y la entidad no existe, ni existirá vínculo laboral alguno. 

En consecuencia, el contratista responderá de manera exclusiva por el pago de 

honorarios, salarios, prestaciones e indemnizaciones de carácter laboral y 

contractual a que haya lugar. Así mismo, el contratista debe verificar y/o cumplir 

con la afiliación de dicho personal al Sistema de Seguridad Social Integral (salud, 

pensiones y riesgos profesionales) y a la Caja de Compensación Familiar, ICBF y 

SENA, cuando haya lugar, de acuerdo con lo dispuesto en la ley. 

 

El contratista solo podrá subcontratar con la autorización previa y expresa de la 

entidad. El empleo de tales subcontratistas no relevará al contratista de las 

responsabilidades que asume por las labores de la construcción y por las demás 

obligaciones emanadas del presente contrato. La entidad no adquirirá relación 

alguna con los subcontratistas y la responsabilidad de los trabajos que éstos 

ejecuten seguirá a cargo del contratista. La entidad podrá exigir al contratista la 

terminación del subcontrato en cualquier tiempo y el cumplimiento inmediato y 

directo de sus obligaciones o el cambio de los subcontratistas cuando, a su juicio, 

éste (os) no cumpla(n) con las calidades mínimas necesarias para la ejecución de 

la(s) labor(es) subcontratada(s). 

 

16. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 

 

Las controversias o diferencias que surjan entre el contratista y la entidad con 

ocasión de la firma, ejecución, interpretación, prórroga o terminación del contrato, 

así como de cualquier otro asunto relacionado con el presente contrato, serán 

sometidas a la revisión de las partes para buscar un arreglo directo, en un término 

no mayor a VEINTE (20) días hábiles a partir de la fecha en que cualquiera de las 
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partes comunique por escrito a la otra parte la existencia de una diferencia y la 

explique al menos someramente. 

 

Las controversias que no puedan ser resueltas de forma directa entre las partes, se 

resolverán ante la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 

 

 

17. DELEGACIÓN A LA DIRECCIÓN ADMINISTRATIVA DE APOYO LOGÍSTICO 

 

El artículo séptimo del decreto 0533 del nueve (09) de abril de 2024, modificado por 

el artículo primero del decreto 0862 del siete (07) de Junio de 2024, dispone lo 

siguiente: 

 
“Deléguese en el Director Administrativo, Código 009, Grado 57, asignado a la 

dirección Administrativa de Apoyo Logístico el ejercicio de la facultad para ordenar 

el gasto y comprometer contractualmente al Distrito Turístico y Cultural de 

Cartagena sin límite de cuantía, con recursos propios de las diferentes unidades 

ejecutoras del nivel central, y de cualquier fuente de financiación o modalidad de 

selección, en la celebración de las siguientes tipologías contractuales: 

(…) 

3. Compra y adquisición de equipos de cómputos y oficina, así como útiles y demás 

elementos de oficina.  

10. El mantenimiento y reparación de inmuebles fiscales de propiedad de la entidad. 

11. Adquisición, mantenimiento y arrendamiento de bienes muebles propiedad de 

la entidad.  

(…) 

Esta delegación comprende todas las actuaciones dentro de la actividad de las 

fases precontractual, contractual y postcontractual, así como los actos de gestión 

que sean requeridos, según la naturaleza de estos procesos, contratos o acuerdos 

de voluntades, respectivamente”. 

 

Así mismo, el artículo segundo del mencionado decreto modificatorio dispone que:  

 
“Deléguese y  desconcéntrese en los Secretarios de Despacho Código 020, Grado 

61, los Directores de Departamento Administrativo, Código 055, Grado 61 asignados 

al Departamento Administrativo de Tránsito y Transporte, al Departamento 

Administrativo Distrital de Salud y Departamento Administrativo de Valorización, al 

Director de Escuela, Código 028, Grado 57, de la Escuela de Gobierno y Liderazgo y 

al Director Administrativo, Código 009, Grado 53 asignado al Fondo de Pensiones del 

Distrito, cuando la necesidad nazca en su respectiva unidad ejecutora, la 

responsabilidad de adelantar las siguientes actividades dentro de la gestión 

contractual en las etapas de planeación, selección, celebración, ejecución, 

liquidación y postcontractual, relativos a los procesos y/o contratos o convenios a 

celebrar, que incluye especialmente las siguientes actuaciones: 

 

(...) 

 

9. Solicitar los certificados de disponibilidad y registro presupuestal de las 

apropiaciones presupuestales asignados a su unidad ejecutora y aquellas de 
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cualquier otra naturaleza que les corresponda por guardar coherencia con los 

programas, proyectos, misión y objetivos de su respectiva dependencia.” 

 
 
 

 
 

YOJANA DEL CARMEN GONZÁLEZ HERNANDEZ 

DIRECTOR ADMINISTRATIVO DEL FONDO TERRITORIAL DE PENSIONES. 

DISTRITO DE CARTAGENA DE INDIAS 
 
Proyectó: María Alexandra Rivera Romero- Asesor Externo 


